
15/8/23, 10:28 Correo: Juzgado 08 Administrativo - Cauca - Popayan - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkADk5Nzc2MWIxLWRkYjQtNDI5YS04NjBhLTA4MjhjNDdlNmZjYQAQAAgzBKRnKz1DlRnPF%2F%2Fr%2… 1/1

Contestacion Demanda 19-001-33-33-008 - 2023-00078-00

diana carolina enriquez paz <carolinaenriquezpaz@outlook.com>
Mar 15/08/2023 10:13 AM
Para:Juzgado 08 Administrativo - Cauca - Popayan <j08admpayan@cendoj.ramajudicial.gov.co>;Amadeo Rodriguez
<amarodriguez1967@hotmail.com>;notificaciones.popayan@mindefensa.gov.co
<notificaciones.popayan@mindefensa.gov.co>;decau.notificacion@policia.gov.co <decau.notificacion@policia.gov.co>;ANDRES
MAURICIO CARO BELLO <jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co>;cdapopayan@hotmail.com
<cdapopayan@hotmail.com>;Maria Alejandra Paz Restrepo <mapaz@procuraduria.gov.co>;Procesos Territoriales
<PROCESOSTERRITORIALES@DEFENSAJURIDICA.GOV.CO>

1 archivos adjuntos (19 MB)
Contestacion Demanda DIYER ESNEL LEITON INSUASTI.pdf;

Señora
JUEZ OCTAVO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE POPAYÀN
E.S.D.
 

Medio de Control:                 REPARACIÓN DIRECTA

Demandante:                        DIYER ESNEL LEITON INSUASTI

Demandado:                         NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA NACIONAL Y

                                              OTROS

             Radicado:                                19-001-33-33-008 - 2023-00078-00

 
De manera atenta y respetuosa me permito presentar contestación de Demanda en
el proceso de la referencia. 
 
 
 
 
DIANA CAROLINA ENRIQUEZ PAZ  
C.C. N° 1.061.700.342 de Popayán 
T.P. 263.722 del C. S. de la Judicatura. 
 
 



 

 

 
 
 
Señora  
JUEZ OCTAVO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE POPAYÀN 
E.S.D. 
 

Medio de Control:  REPARACIÓN DIRECTA 
Demandante:               DIYER ESNEL LEITON INSUASTI 
Demandado:  NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA NACIONAL 

Y OTROS  
             Radicado:                                19-001-33-33-008 - 2023-00078-00   

 
 
DIANA CAROLINA ENRIQUEZ PAZ , abogada en ejercicio identificada con 
cédula de ciudadanía número 1.061.700.342 de Popayán y portadora de la 
Tarjeta Profesional Número 263.722 del C.S.J, actuando en mi calidad de 
apoderada de la parte demandada MUNICIPIO DE POPAYÁN, conforme al 
poder especial otorgado por el señor Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de 
la entidad, de conformidad con el Decreto 20201000000015 del 01 de enero 
de 2020, Acta de posesión No.010 del 01 de enero de 2020 y, teniendo en 
cuenta las facultades delegadas mediante artículo 7º del  Decreto No. 
20201000003445 del 17 de noviembre de 2020, dentro del término judicial 
otorgado, me permito presentar escrito de CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.  
Lo anterior de acuerdo a los siguientes fundamentos. 
 

I. FRENTE A LOS HECHOS: 
 
AL PRIMERO: No me consta, me atengo a lo que sea probado dentro del 
presente proceso. 
 
AL SEGUNDO: No me consta, me atengo a lo que sea probado dentro del 
presente proceso. 
 
AL TERCERO Y CUARTO: mediante consulta realizada en la página de la 
Fiscalía se establece que de acuerdo a lo manifestado por el demandante 
el vehículo referido se encontraba bajo custodia de la Fiscalía 01 
especializada – Unidad Especializada de Popayán, a causa de que el 
vehículo se vió involucrado en un accidente de tránsito.  
 

 
 



 

 

 
 
 
Inmovilización que no fue realizada por el MUNICIPIO DE POPAYÁN,  sino 
producto de la ocurrencia de un accidente de tránsito y en consecuencia 
el MUNICIPIO DE POPAYÁN no era el guarda de dicho automotor, sino que 
el depósito se había efectuado a cargo de la FISCALÍA GENERAL DE LA 
NACIÓN, autoridad que era la encargada de conservar el rodante. 
 
Para el caso en concreto se reitera que el vehículo en mención no estaba 
bajo custodia del MUNICIPIO DE POPAYÁN, toda vez que el mismo se 
inmovilizó producto de la ocurrencia de un accidente de tránsito y en 
consecuencia no se ha relacionado en el inventario de los vehículos a cargo 
de este ente territorial. 
 
AL QUINTO: Lo ocurrido el viernes 28 de mayo de 2021 constituyó un hecho 
imprevisible e irresistible para el MUNICIPIO DE POPAYÁN y la FUERZA PÚBLICA  
en el sentido que correspondió a hechos protagonizados por terceros ajenos 
a estas entidades y que terminaron destruyendo varios lugares en la ciudad, 
no solo viéndose afectado el PARQUEADERO CDA POPAYÁN sino también 
muchos ciudadanos en su integridad y bienes, asi como también entidades 
financieras y en general toda la ciudad, ya que delincuentes y vándalos 
atacaron de manera indiscriminada a la ciudadanía y la infraestructura 
pública y privada de la ciudad afectando con esto a toda la sociedad. 
 
AL SEXTO: NO ME CONSTA,  son hechos  que deben demostrarse y que no 
puede ser imputable al MUNICIPIO DE POPAYÁN. 
 
 
AL SEPTIMO: NO ES CIERTO  como se presenta, pues la situación de orden 
público ameritaba  la protección de toda la comunidad, y en ese orden de 
ideas, todo el pie de fuerza disponible fue ocupado en atender a toda la 
ciudadanía, sin embargo el ataque del que fue objeto el PARQUEADERO 
CDA POPAYÁN  fue un hecho imprevisible e irresistible ya que este lugar 
como toda la ciudad requería atención frente a los ataques indiscriminados  
que se presentaron para esos días y en ese sentido no era posible tener 
personal de la POLICÍA NACIONAL  custodiando dicho lugar de manera 
permanente. 
 
AL OCTAVO: Es un hecho que debe demostrarse y que no puede ser 
imputable al MUNICIPIO DE POPAYÁN. 
 
AL NOVENO: No es un hecho concreto de la demanda. 
 
 

II. FRENTE A LAS PRETENSIONES: 
 
 
La suscrita apoderada se opone a la declaratoria de responsabilidad en 
relación con los hecho ocurridos el pasado 28 de mayo de 2021 en los cuales 
resultó incinerado el vehículo de placas RNZ330 por terceros ajenos al 
MUNICIPIO DE POPAYÁN,  ya que se trató de un hecho imprevisible e 
irresistible además que el vehículo en mención no se encontraba puesto a 
disposición de mi representada, sino de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN,   
 
 
 
 



 

 

 
 
 
 
razón por la cual no le pueden ser reclamados ninguna clase de perjuicios 
de índole moral o material. 
 
Ahora bien, lo que solicita la demandante le sea pagado consiste en sumas 
exorbitantes tanto por perjuicios patrimoniales que no han sido probados y 
que deben serlo por el demandante para efectuar su reclamación pues no 
basta con la simple estimación y afirmación de el actor. 
 
Ante una posible condena en costas, no podría condenarse al MUNICIPIO 
DE POPAYÁN en costas cuando no logre demostrarse la existencia de 
responsabilidad de estas frente al hecho que generó el daño. 
 
  

III. EXCEPCIONES DE FONDO. 
 

1. FALTA DE LEGITIMACION MATERIAL EN LA CAUSA POR PASIVA – 
MUNICIPIO DE POPAYÁN NO FUE CUSTODIO DEL VEHÍCULO – 
PARQUEADERO CDA POPAYÁN NO SE ENCUENTRA A CARGO DEL 
MUNICIPIO DE POPAYÀN. 

En relación con la Legitimación en la causa por pasiva,  el Honorable 
CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION 
TERCERA SUBSECCION C - Consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO en 
sentencia de veintiséis (26) de septiembre de dos mil doce (2012) en el 
expediente de Radicación número: 05001-23-31-000-1995-00575-01(24677) 
detalló  que con relación con la naturaleza jurídica de la noción de 
legitimación en la causa, en sentido amplio, la jurisprudencia constitucional 
se ha referido a ella, como la "calidad subjetiva reconocida a las partes en 
relación con el interés sustancial que se discute en el proceso", de forma tal, 
que cuando una de las partes carece de dicha calidad o condición, no 
puede el juez adoptar una decisión favorable a las pretensiones 
demandadas. Al respecto expresó: 
 

“…La legitimación en la causa constituye un presupuesto procesal 
para obtener decisión de fondo. En otros términos, la ausencia de 
este requisito enerva la posibilidad de que el juez se pronuncie frente 
a las súplicas del libelo petitorio. (…) la legitimación en la causa 
corresponde a uno de los presupuestos necesarios para obtener 
sentencia favorable a las pretensiones contenidas en la demanda y, 
por lo tanto, desde el extremo activo significa ser la persona titular 
del interés jurídico que se debate en el proceso, mientras que, desde 
la perspectiva pasiva de la relación jurídico – procesal, supone ser 
el sujeto llamado a responder a partir de la relación jurídica 
sustancial, por el derecho o interés que es objeto de controversia. 
(…) la legitimación material en la causa alude a la participación real 
de las personas en el hecho o acto jurídico que origina la 
presentación de la demanda, independientemente de que éstas no 
hayan demandado o que hayan sido demandadas (…) la 
legitimación en la causa no se identifica con la titularidad del 
derecho sustancial sino con ser la persona que por activa o por 
pasiva es la llamada a discutir la misma en el proceso.” 

 
 
 
 



 

 

 
 
 
 
Entendido así el concepto de legitimación en la causa, es evidente que 
cuando ella falte, bien en el demandante o bien en el demandado, la 
sentencia no puede ser inhibitoria, sino desestimatoria de las pretensiones 
aducidas, pues querrá decir que quien las adujo o la persona contra las que 
se adujeron no eran las titulares del derecho o de la obligación correlativa 
alegada. Al respecto, no sobra recordar lo dicho por la Sala en tal sentido, 
a saber: 
 

“Con ella [se refiere a la legitimación en la causa] se expresa que, 
para que un juez estime la demanda, no basta con que considere 
existente el derecho, sino que es necesario que considere que éste 
corresponde precisamente a aquel que lo hace valer y contra aquel 
contra quien es hecho valer, o sea, considere la identidad de la 
persona del demandado con la persona contra quien se dirige la 
voluntad de la ley (legitimación pasiva).” CHIOVENDA, Giussepe 
“Curso de derecho procesal civil”, Ed. Oxford, pág. 68.  

 
Ahora bien, la legitimación en la causa puede ser de hecho cuando la 
relación se establece entre las partes por razón de la pretensión procesal, es 
decir, de la atribución de una conducta que el demandante hace al 
demandado en su demanda, o material frente a la participación real de las 
personas en el hecho origen de la formulación de la demanda, 
independientemente de que dichas personas hayan demandado o hayan 
sido demandadas, por lo cual la ausencia de esta clase de legitimación, no 
constituye una excepción de fondo por qué no enerva la pretensión 
procesal en su contenido, sino que es una condición anterior y necesaria 
para dictar sentencia de mérito, sin que el estar legitimado en la causa 
otorgue el derecho a ganar, lo que sucede aquí es que si la falta recae en 
el demandante, el demandado tiene derecho a ser absuelto, no porqué él 
haya probado un hecho que enerve el contenido material de las 
pretensiones, sino porque quien lo atacó no es la persona que frente a la ley 
tiene el interés sustantivo para hacerlo — no el procesal —; si la falta de 
legitimación en la causa es del demandado al demandante se le negarán 
las pretensiones, no porqué los hechos en que se sustenten no le den el 
derecho, sino porque a quien se las atribuyó no es el sujeto que debe 
responder, y, por eso, el demandado debe ser absuelto. 
 
En el presente asunto NO SE PRUEBAN por el demandante las presuntas 
acciones u omisiones en que incurrió el MUNICIPIO DE POPAYÁN, en los 
hechos en los cuales se demanda, máxime el vehículo en mención no se 
encontraba puesto a disposición de mi representada, sino de la FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN. 
 
 

2.-INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD DEL MUNICIPIO DE POPAYÁN – 
VEHICULO INCINERADO NO SE ENCONTRABA EN CUSTODIA DEL MUNICIPIO 
DE POPAYÁN – INMOVILIZACIÓN PRODUCTO DE UN ACCIDENTE DE 
TRÁNSITO 

Como lo manifiesta la parte demandante el 27 de mayo de 2021, el vehículo 
de placas RNZ330 se vio involucrado en un accidente de transito, por el cual 
fue inmovilizado y llevado al parqueadero Municipal Barrio Bolívar CDA en 
Popayán, el automotor quedó bajo custodia de la Fiscalía 01-002 Unidad de 
Vida de Popayán, radicado al expediente No. 1900160001202153611. 
 



 

 

 
 
 
Frente a lo anterior el  MUNICIPIO DE POPAYÁN NO TUVO NINGUNA 
INJERENCIA, pues esta clase de investigaciones por accidentes de tránsito 
son de competencia exclusiva de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN  que 
desde la ocurrencia de los hechos, actos urgentes y audiencias preliminares 
tuvo a disposición el automotor sin que manifestara la intención o voluntad 
de que el mismo fuera remitido o trasladado al Parqueadero de dicha 
entidad con lo cual consintió en que le mismo fuera conservado en el 
referido parqueadero. 
 
El MUNICIPIO DE POPAYÁN de acuerdo a la LEY 1551 DE 2012 no se encuentra 
obligado a prestar servicio de vigilancia, custodia y cuidado de los bienes 
automotores cuando son inmovilizados por orden de autoridad 
competente, ya que dicha responsabilidad recae en el Centro Diagnostico 
Automotor de Popayán Limitada (CDA) bajo el CONTRATO 
INTERADMINISTRATIVO No. 20161800013327 de 06-10-2016 celebrado entre 
dicho centro y el Municipio de Popayán en el cual se observan las siguientes 
cláusulas: 
 

“DECIMA NOVENA. - RESPOSABILIDAD DEL CONTRATISTA: EL 
CONTRATISTA, será responsable ante las autoridades de los actos u 
omisiones en ejercicio de las actividades que desarrolle en virtud del 
presente contrato, cuando con ellos se cause perjuicios a la 
administración o terceros, en los términos del artículo 52 de la ley 80 
de 1993.” 
“CLÁUSULA VIGÉSIMA TERCERA – GARANTÍAS: El contratista deberá 
constituir a su costa y a favor del municipio una garantía única 
otorgada por una compañía aseguradora legalmente establecida 
para funcionar en Colombia destinada a amparar el cumplimiento 
de la totalidad de las obligaciones asumidas por el contratista en 
virtud del presente contrato.” 
 

Conforme a lo manifestado por el demandante y las pruebas aportadas en 
el expediente se puede establecer que el  vehículo no se encontraba 
asignado a la entidad territorial que represento, además que la FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN   supo desde el primer momento de la inmovilización 
cual fue el lugar donde se encontraba el mismo y que conforme a las 
actuaciones adelantadas dentro de la investigación nunca, el ente 
investigador se opuso o manifestó inconformidad con que el vehículo fuera 
dejado a su disposición en el PARQUEADERO CDA – POPAYÁN. 
 
 

3.- HECHO DE UN TERCERO NO ATRIBUIBLE A LA ADMINISTRACIÓN 
MUNICIPAL. 

 
El hecho de un tercero como causal de exoneración de responsabilidad 
exige que la actuación alegada como tal sea exclusiva y determinante en 
la producción del daño y que además resulte imprevisible e irresistible para 
la Administración, para cuyo propósito debe acreditarse que el tercero 
participó de forma preponderante y exclusiva en la realización del injusto. 
Así, de probarse cada uno de estos elementos, deberá absolverse al 
demandado e imputarse el daño al tercero. Al respecto el Honorable  
 
 
 
 



 

 

 
 
 
Consejo de Estado CONSEJO DE ESTADO  SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO  SECCIÓN TERCERA  SUBSECCIÓN C  Consejero ponente: 
GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE  en sentencia de veintiséis (26) de febrero de 
dos mil veintiuno (2021)  dentro del radicado número: 08001-23-31-000-2001-
01676-01(39063), consideró sobre este aspecto:  
 

“…18. El hecho del tercero se configura como causal de 
exoneración de responsabilidad cuando se prueba que es la causa 
exclusiva del daño. Por ello se exige que ese tercero sea 
completamente ajeno a la administración y que su acción sea 
imprevisible e irresistible1. 
 
El hecho de un tercero es imprevisible cuando su ocurrencia es 
improbable. La conducta debe ser imprevisible para la 
Administración, ya que si puede ser evitada o anticipada le debe ser 
imputada dada su obligación de impedir el resultado. La 
imprevisibilidad no significa que la autoridad deba imaginarse todo 
aquello que puede ocurrir, pues bajo ese supuesto nada es 
imprevisible. Por su parte, el hecho de un tercero es irresistible 
cuando el cumplimiento cuidadoso y diligente de los deberes de la 
Administración es insuficiente para evitar el hecho dañoso. El hecho 
debe ser irresistible puesto que si la entidad puede oponérsele 
válidamente no lo puede alegar como causal de exoneración. 
 
19. Conforme a las pruebas, el 31 de agosto de 1999 hubo un paro 
cívico de gran magnitud en la ciudad de Barranquilla en el que se 
presentaron bloqueos de vías, quema de objetos e incluso el uso de 
armas de fuego. Una turba de por lo menos mil manifestantes 
vandalizó y saqueó la sede de Arquiglass del Caribe Ltda. y de otros 
locales comerciales. Durante los disturbios las autoridades 
intervinieron en la medida de sus posibilidades con tanquetas y 
rescataron en dos ocasiones al personal que estaba atrapado en la 
sede de Arquiglass del Caribe Ltda. Sin embargo, las protestas fueron 
de tal magnitud que el Ejército, última instancia en estas situaciones, 
tuvo que intervenir para restaurar el orden público en la ciudad. 
 
La Policía Nacional sabía de las manifestaciones y estuvo presente 
en las zonas de la ciudad que iban a ser afectadas por el paro. 
Inicialmente, para garantizar el derecho de reunión o movilización y 
el mantenimiento del orden público. Cuando advirtió que algunos 
manifestantes portaban armas o elementos para causar daño a los 
bienes públicos y a la propiedad privada, intentó dispersar la 
movilización con tanquetas. 
 
Las autoridades anticiparon aquellas situaciones que normalmente 
ocurren en las manifestaciones, no era posible prever que una 
manifestación -que debía ser pacífica y cuyo fin era reclamar por la 
deficiente prestación de los servicios públicos- terminaría con el 
saqueo y la quema de la sede de Arquiglass del Caribe Ltda., 
empresa que -además- no estaba relacionada con el motivo de la  
 

                                                
1 Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 24 de agosto de 1989 Rad. 5693 
[fundamento jurídico párrafos 24 y siguientes], en Antología Jurisprudencias y Conceptos, Consejo 
de Estado 1817-2017 Sección Tercera Tomo B, Bogotá, Imprenta Nacional, 2018, pp. 238, disponible 
en disponible en: https://bit.ly/3gjjduK  



 

 

 
 
protesta. La magnitud de los actos vandálicos, la desproporción de 
la multitud de personas que participó en ellos, el uso de armas de 
fuego y otros elementos con alto poder de destrucción y la intención 
de dañar la propiedad privada del sector de forma indiscriminada, 
eran hechos imprevisibles para las autoridades, dentro del desarrollo 
normal y habitual de una manifestación. 
 
La conducta de la turba de manifestantes tampoco podía ser 
resistida por las autoridades, pues la cantidad de personas que 
participaron en estos actos y las acciones violentas que 
emprendieron no eran propias de una manifestación pacífica, sino 
de una asonada que se salió de control. Los medios que tenía la 
Policía Nacional a su disposición impedían concentrar la totalidad 
de la acción defensiva en un solo establecimiento de comercio, 
circunstancia que limitaba la capacidad de acción para repeler 
este ataque. La Policía Nacional hizo presencia en la bodega en 
reiteradas ocasiones e intentó dispersar la multitud con tanquetas. 
Sin embargo, el ataque fue tan desproporcionado que, para 
controlar a los manifestantes, el Ejército Nacional tuvo que hacer 
presencia en la zona. 
 
No debe perderse de vista que en estos eventos debe juzgarse la 
posibilidad de resistir las acciones violentas, de acuerdo con la 
capacidad operativa y los medios de los que dispone el Estado. En 
materia de mantenimiento del orden público, esa capacidad debe 
ser valorada según la magnitud de las alteraciones que se presentan 
en determinado momento y los medios disponibles para su 
restablecimiento, para establecer si el Estado podía hacerle frente.” 
(Negrillas y subrayado a propósito.) 

 
Lo dicho anteriormente hace referencia a que en los casos en los que se 
proponga esta causal de exoneración, debe valorarse el hecho de un 
tercero, como lo fue en el presente caso bajo los hechos ocurridos el día 28 
de mayo de 2021 en el marco del PARO NACIONAL originado por terceros y 
no en cabeza del MUNICIPIO DE POPAYÁN, en tal sentido, se entiende que 
este evento proviene de causas externas cuyo control no se encontraba al 
alcance de este.  
 

IV. FRENTE A LAS PRUEBAS. 
 

El Municipio de Popayán no se opone a las pruebas documentales y 
testimoniales solicitadas por la parte actora y en igual sentido, de manera 
respetuosa, solicita ante su despacho se decreten, practiquen y otorgue el 
valor que en derecho corresponda a las siguientes: 
 
 

1. Documentales aportadas: 
 

-contrato interadministrativo no. 20161800013327 de 06-10-2016 

-Acta terminación contrato interadministrativo no. 20161800013327 

-Acta de Liquidación Rad:20211500323003 

 

 

 



 

 

 

 

 

1. Documentales solicitadas: 
 

- Oficiar a la Dirección Seccional de Fiscalías Seccional Cauca, 
ubicada en la   Calle 22 N° 10B-66 Barrio Modelo   de esta ciudad,  con 
buzón de correo electrónico dirsec.cauca@fiscalia.gov.co a fin que 
con destino al presente proceso alleguen copia en formato pdf del 
expediente de radicado SPOA 190016000602202100980 en el cual se 
realizó diligencia de inmovilización del Vehículo de placas RNZ330 con 
el objeto de conocer cual fue el trámite impartido en los actos 
urgentes relacionados con la puesta a disposición del referido 
automotor. 
 

- Oficiar a la Dirección Seccional de Fiscalías Seccional Cauca, 
ubicada en ubicada en la   Calle 22 N° 10B-66 Barrio Modelo   de esta 
ciudad, con buzón de correo electrónico 
dirsec.cauca@fiscalia.gov.co a fin que con destino al presente 
proceso certifiquen: 
 

1. Si entre el mes de enero y diciembre del año 2021 contaban 
con parqueadero en el cual fueran conducidos los vehículos 
inmovilizados que debían ser dejados a disposición del ente 
investigador por casos de accidentes de tránsito con 
lesionados o fallecidos. 
 

2. Sí los vehículos inmovilizados entre el periodo de enero a 
diciembre del año 2021 producto de accidentes de tránsito 
con lesionados o fallecidos podían ser conducidos al 
parqueadero del CENTRO DE DIAGNÓSTICO AUTOMOTOR CDA 
POPAYÁN.  

 
- Oficiar al CENTRO DE DIAGNÓSTICO AUTOMOTOR,  ubicado en la 

Carrera 2 No. 21DN-170 con el objeto que certifiquen si para el periodo 
comprendido entre enero y diciembre del año 2021 se encontraba 
autorizado que los vehículos inmovilizados por casos de accidente de 
tránsito con lesionados o fallecidos y que debían ser puestos a 
disposición de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN podían ser 
conducidos al PARQUEADERO DEL CDA POPAYÁN ubicado en el barrio 
Bolívar de esta ciudad y en caso de ser afirmativa la respuesta, 
certifiquen cual era el fundamento de dicha autorización 

 
V. ANEXOS. 

 
- Poder conferido por el señor JUAN FELIPE ARBELAEZ REVELO,  Jefe de la 

Oficina Asesora Jurídica del  Municipio de Popayán. 
- Decreto 20201000000015 del 01 de enero de 2020. 
- Acta de posesión No. 010 del 01 de enero de 2020. 
- Decreto No. 20201000003445 del 17 de noviembre de 2020 
- Los documentos enunciados como prueba. 

 
 
 



 

 

 
 
 
 
 
 

VI. NOTIFICACIONES. 
 
La entidad demandada,  las recibirá en la Carrera 6 Número 4-21 de la 
ciudad de Popayán buzón de correo electrónico: 
notificacionesjudiciales@popayan.gov.co  
 
La suscrita apoderada judicial las recibirá en la Carrera 7 Número 1N28 
Oficina 612 del Edificio Negret de la ciudad de Popayán, celular 3004705894 
E-mail: carolinaenriquezpaz@outlook.com  
 
 
De usted, 
 
 
 
 
DIANA CAROLINA ENRIQUEZ PAZ  
C.C. N° 1.061.700.342 de Popayán 
T.P. 263.722 del C. S. de la Judicatura. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 



Señora  
JUEZ OCTAVO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE POPAYÀN 
E.S.D. 
 

Medio de Control:  REPARACIÓN DIRECTA 
Demandante:               DIYER ESNEL LEITON INSUASTI 
Demandado:  NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA- POLICÍA NACIONAL 

Y OTROS  
             Radicado:                                19-001-33-33-008 - 2023-00078-00  
 
 
JUAN FELIPE ARBELAEZ REVELO, identificado con cédula de ciudadanía número 
1.061.778.143 de Popayán,  actuando en mi calidad de Jefe de la  Oficina Asesora 
Jurídica del MUNICIPIO DE POPAYÁN CAUCA, de conformidad con el Decreto 
20201000000015 del 01 de enero de 2020, Acta de posesión No.010 del 01 de enero 
de 2020 y, teniendo en cuenta las facultades delegadas mediante artículo 7º del  
Decreto No. 20201000003445 del 17 de noviembre de 2020, expedidos por el 
Alcalde del Municipio de Popayán, JUAN CARLOS LOPEZ CASTRILLON, manifiesto 
que confiero poder especial, amplio y suficiente a DIANA CAROLINA ENRIQUEZ PAZ, 
identificada con cédula de ciudadanía número 1.061.700.342 de Popayán, 
abogada titulada y en ejercicio, portador de la tarjeta profesional numero 263722 
del Consejo Superior de la Judicatura, para que represente y defienda los intereses 
del Municipio dentro del proceso citado en la referencia, ejerciendo como su 
apoderado judicial, facultándolo de conformidad con el artículo 77 del Código 
General del Proceso.  
 
El apoderado designado puede ser contactado en el correo electrónico 
carolinaenriquezpaz@outlook.com conforme a la información que reposa en el 
Registro Nacional de Abogados y se encuentra facultado para contestar la 
demanda, formular excepciones, interponer recursos, solicitar la práctica de 
pruebas, así como  para conciliar de acuerdo con el parámetro que sobre el asunto 
adopte el COMITÉ DE CONCILIACIÓN Y DEFENSA JUDICIAL DEL MUNICIPIO DE 
POPAYÁN CAUCA; recibir, transigir, desistir, sustituir, renunciar, reasumir y para todas 
aquellas actuaciones que en Derecho correspondan para defender los intereses 
jurídicos encomendados, sin que pueda decirse en momento alguno que actúa sin 
poder suficiente. 
 
Por lo anterior, respetuosamente, sírvase señora Juez, reconocer personería para 
actuar al apoderado designado. 
 
De la señora Juez, 
 
Atentamente,    
 
 

                                              
JUAN FELIPE ARBELAEZ REVELO  
C. C. No. 1.061.778.143 de Popayán Cauca  

 
 

Acepto, 
 
 
 

DIANA CAROLINA ENRIQUEZ PAZ  
C.C. N° 1.061.700.342 de Popayán 

T.P. 263.722 del C. S. de la Judicatura. 
























































